
JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-SS-75 

 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA  

 

ALIMENTOS. CASO EN EL QUE NO ESTÁN EXENTOS PARA EFECTOS DE 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA.- El artículo 109, fracción XXII, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, vigente hasta el 4 de junio de 2009, establece que no se 

pagará el impuesto correspondiente por la obtención de los ingresos percibidos en 

concepto de alimentos en términos de ley; por lo que aplicando en forma 

supletoria el derecho federal común de conformidad con el artículo 5° del Código 

Fiscal de la Federación, se tiene que los alimentos a que se refiere, son los 

regulados en el Código Civil Federal, es decir, aquellos que implican una 

obligación entre personas físicas que tienen una relación de parentesco por 

consanguinidad, matrimonio, divorcio en los casos que señale la ley, concubinato 

o adopción, para otorgarse comida, vestido, habitación y asistencia en caso de 

enfermedad, así como los gastos necesarios para la educación. Por tanto, los 

“alimentos” otorgados a los socios industriales en términos del artículo 49 de la 

Ley General de Sociedades Mercantiles, no encuadran en la exención referida, 

pues son cantidades que se otorgan a los socios industriales que deben ser 

computadas en los balances anuales a cuenta de utilidades, repercutiendo así en 

el sistema financiero de la Sociedad en Nombre Colectivo, es decir, representan 

utilidades anticipadas para los socios. 

 

Contradicción de Sentencias Núm. 1793/11-08-01-5/Y OTRO/1557/12- PL-01-01.- 

Resuelta por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión de 22 de mayo de 2013, por mayoría de 9 votos a favor y 

1 voto en contra.- Magistrado Ponente: Alejandro Sánchez Hernández.- 

Secretaria: Lic. Ana María Reyna Ángel. 

 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/19/2013) 

 

 

 



CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

 

 

VII-P-SS-93  

 

COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD PARA IMPONER MULTAS POR 

INFRACCIONES SEÑALADAS EN LAS LEYES FISCALES, EL ARTÍCULO 75 

FRACCIÓN I INCISO B), DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO LA 

CONTEMPLA.- Del artículo 75 fracción I inciso b), del Código Fiscal de la 

Federación, se advierte que las autoridades fiscales al imponer multas por la 

comisión de infracciones, deberán fundar y motivar su resolución teniendo en 

cuenta entre otras circunstancias, la reincidencia; de ahí, que no basta la cita de 

dicho numeral para que la autoridad funde su competencia material para imponer 

multas por infracciones señaladas en las leyes fiscales, toda vez que el referido 

artículo establece de manera genérica la facultad de las autoridades fiscales para 

imponer multas por infracciones, sin hacer distinción a cuáles autoridades se 

refiere; consecuentemente, a fi n de cumplir con las garantías de legalidad y 

seguridad jurídica, la autoridad debe citar el precepto que de manera específica le 

irrogue facultades para imponer multas por infracciones para respetar las 

mencionadas garantías. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1757/11-12-01-4/148/13-PL-02- 04.- 

Resuelto por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión de 10 de abril de 2013, por mayoría de 8 votos a favor, 1 

voto con los puntos resolutivos y 1 voto en contra.- Magistrada Ponente: Nora 

Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. (Tesis 

aprobada en sesión de 22 de mayo de 2013) 

 

 

 

 

 



CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

 

VII-P-SS-94  

 

PUBLICACIÓN DEL ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSU MIDOR, LOS 

ARTÍCULOS 20 SEGUNDO PÁRRAFO Y 20 BIS, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN VIGENTE HASTA 2011, NO ESTABLECEN QUE SU 

PUBLICACIÓN DEBE EFECTUARSE CONJUNTAMENTE CON LA DEL 

CÁLCULO QUE EFECTUÓ EL BANCO DE MÉXICO PARA DETERMINARLO.- 

En términos del artículo 20 segundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación 

vigente hasta 2011, los Índices Nacionales de Precios al Consumidor serán 

calculados por el Banco de México y se publicarán en el Diario Oficial de la 

Federación dentro de los primeros diez días del mes siguiente al que corresponda; 

por su parte, el diverso numeral 20 bis último párrafo, del aludido Código, impone 

la obligación al Banco de México de publicar en el Diario Oficial de la Federación 

los estados, zonas conurbadas, ciudades, artículos, servicios, conceptos de 

consumo y ramas, así como las cotizaciones utilizadas para calcular el referido 

Índice, sin especificar en qué plazo deberá efectuarse esta publicación; de lo que 

se colige, que de dichos preceptos no establecen que la publicación del Índice 

Nacional de Precios al Consumidor, tenga que ser invariablemente en forma 

conjunta con el cálculo que efectuó el Banco de México para determinarlo. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1757/11-12-01-4/148/13-PL-02- 04.- 

Resuelto por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión de 10 de abril de 2013, por mayoría de 8 votos a favor, 1 

voto con los puntos resolutivos y 1 voto en contra.- Magistrada Ponente: Nora 

Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. (Tesis 

aprobada en sesión de 22 de mayo de 2013) 

 

 

 

 

 



CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

 

VII-P-SS-99  

 

ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR. NO ES NECESARIO QUE 

EN LA FECHA DE SU PUBLICACIÓN EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 

FEDERACIÓN, SE PUBLIQUE ADEMÁS EL CÁLCULO QUE SIRVIÓ DE BASE 

PARA DETERMINARLO.- El segundo párrafo del artículo 20 del Código Fiscal de 

la Federación vigente en 2011, dispone que el Índice Nacional de Precios al 

Consumidor, será calculado por el Banco de México y se publicará en el Diario 

Oficial de la Federación dentro de los primeros diez días del mes siguiente al que 

corresponda, esto es, dicho párrafo señala como única obligación del Banco 

Central, la de publicar el Índice Nacional de Precios al Consumidor que haya sido 

calculado para el mes de que se trate, dentro de los primeros diez días del mes 

siguiente al que corresponda. A su vez, el artículo 20-BIS del Código Fiscal de la 

Federación, dispone que el cálculo que realice el Banco de México, para 

determinar el Índice Nacional de Precios al Consumidor, a que hace referencia el 

segundo párrafo del artículo 20 antes invocado, se encuentra ceñido a ciertos 

requisitos, relativos a la cotización de cuando menos los precios en 30 ciudades, 

las cuales estarán ubicadas en por lo menos 20 entidades federativas, con una 

población de 20,000 o más habitantes, y siempre habrán de incluirse las 10 zonas 

conurbadas o las ciudades más pobladas de la República; la cotización de los 

precios correspondientes a cuando menos 1000 productos y servicios específicos 

agrupados en 250 conceptos de consumo, los cuales abarcarán al menos 35 

ramas de los sectores agrícola, ganadero, industrial y de servicios, conforme al 

catálogo de actividades económicas elaborado por el Instituto Nacional de 

Estadística, Geografía e Informática; cuando se refiere a alimentos, las 

cotizaciones de precios se harán como mínimo tres veces durante cada mes, el 

resto de las cotizaciones se obtendrán una o más veces mensuales; las 

cotizaciones de precios con las que se calcule el Índice Nacional de Precios al 

Consumidor de cada mes, deberán corresponder al período de que se trate; el 

Índice Nacional de Precios al Consumidor de cada mes se calculará utilizando la 

fórmula de Laspeyres, para lo cual, se aplicarán ponderadores para cada rubro del 

consumo familiar considerando los conceptos siguientes: alimentos, bebidas y 

tabaco; ropa, calzado y accesorios; vivienda; muebles, aparatos y enseres 

domésticos; salud y cuidado personal; transporte; educación y esparcimiento; 

otros servicios. Finalmente, el artículo 20-BIS establece que el Banco de México 

publicará en el Diario Oficial de la Federación los estados, zonas conurbadas, 



ciudades, artículos, servicios, conceptos de consumo y ramas a que se refieren 

sus fracciones I y II, así como las cotizaciones utilizadas para calcular el Índice; sin 

embargo, dicho numeral no establece que deben publicarse en el Diario Oficial de 

la Federación, el procedimiento y cálculo que se hayan seguido para su 

determinación, al no exigirlo así el artículo 20-BIS del Código Fiscal de la 

Federación. 

 

 

PRECEDENTES: VII-P-SS-82 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1256/11-12-01-7/1783/12-PL-03- 04.- 

Resuelto por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión de 6 de marzo de 2013, por unanimidad de 10 votos a 

favor.- Magistrado Ponente: Manuel Luciano Hallivis Pelayo.- Secretaria Lic. Paola 

Soriano Salgado. (Tesis aprobada en sesión de 17 de abril de 2013) R.T.F.J.F.A. 

Séptima Época. Año III. No. 22. Mayo 2013. p. 111 

 

VII-P-SS-88 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1943/11-12-01-9/213/13-PL-10- 04.- 

Resuelto por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión de 8 de mayo de 2013, por unanimidad de 10 votos a 

favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. José Raymundo 

Rentería Hernández. (Tesis aprobada en sesión de 8 de mayo de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 59 

 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: VII-P-SS-99 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1934/11-12-01-2/261/13-PL-06- 04.- 

Resuelto por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión de 22 de mayo de 2013, por unanimidad de 10 votos a 

favor.- Magistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Ernesto 

Christian Grandini Ochoa. (Tesis aprobada en sesión de 22 de mayo de 2013 

 



LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA  

 

VII-TA-2aS-5  

 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA (TEXTO VIGENTE EN EL 2001). 

COMISIONES CON MOTIVO DE APERTURA O GARANTÍA DE CRÉDITOS. 

IDONEIDAD DE LA PRUEBA PARA DEMOSTRAR QUE SE TRATA DE 

COMISIONES DIVERSAS.- De conformidad con los artículos 144, 154 y 154-C de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en el año 2001, los pagos efectuados 

por residentes nacionales a extranjeros, derivados de comisiones con motivo de 

apertura o garantía de créditos, se consideran ingresos por intereses; en ese 

sentido, los contribuyentes (residentes extranjeros) se encuentran obligados al 

pago de la contribución correspondiente, acorde a la tasa de retención que 

aplique, de las que refiere el último numeral mencionado. Luego entonces, si en 

juicio se sostiene la no existencia de dicha obligación al ser los pagos comisiones 

por servicios de agente administrador de un crédito concedido por residentes en el 

extranjero, esto es, de diversa naturaleza a las comisiones objeto del gravamen, 

corresponde a la accionante demostrar su afirmación; lo que no se logra si del 

elemento de prueba en que se pactan y establecen las comisiones enteradas al 

residente en el extranjero, no se desprende expresamente el concepto por el que 

se realizaron los pagos de las comisiones relativas; en todo caso, debe aportarse 

además a fin de adminicularse, el recibo de honorarios o documento similar con 

efectos fiscales expedido por el pago de la prestación de los servicios a que alude 

la demandante; de forma que de no hacerse así la prueba aportada por la actora 

no es suficiente para acceder a su pretensión por su falta de idoneidad. 

 

Cumplimiento de Ejecutoria en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 267/06-

17-02-1/2115/08-S2-09-02.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior 

del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 5 de febrero 

de 2013, por mayoría de 3 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: 

Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. José Antonio Rivera Vargas. (Tesis 

aprobada en sesión de 19 de marzo de 2013) 

 

 

 



LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA  

VII-TA-2aS-6  

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA (TEXTO VIGENTE EN EL 2001). 

IMPROCEDENCIA DE LA DECLARACIÓN DEL ÚLTIMO EJERCICIO DE LA 

CONTRIBUCIÓN RELATIVA PRESENTADA POR UN RESIDENTE EN EL 

EXTRANJERO, PARA DEMOSTRAR LA RESIDENCIA FISCAL EN EL PAÍS 

CORRESPONDIENTE Y SER BENEFICIARIO DEL CONVENIO ENTRE EL 

GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL GOBIERNO DE 

LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 

E IMPEDIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTO SOBRE LA 

RENTA.- Precisa el artículo 4-A de Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en el 

año 2001, que los beneficios de los tratados para evitar la doble tributación serán 

aplicables cuando el contribuyente acredite que es residente en el país de que se 

trate y se cumplan las disposiciones del propio tratado; en ese sentido, la Regla 

3.1.1 de la Resolución Miscelánea Fiscal para el mismo año, establece que los 

contribuyentes que deseen acreditar su residencia fiscal en otro país, podrán 

hacerlo mediante: i) las certificaciones de residencia del país de que se trate y ii) la 

declaración del último ejercicio de la contribución que corresponda al impuesto 

que nos ocupa; aclarando para este último supuesto, que en el caso de que al 

momento de acreditar la residencia, no haya vencido el plazo para presentar dicha 

declaración, se aceptará entonces, la certificación en que conste la del penúltimo 

ejercicio. Agregando que las certificaciones en comentario, deberán ser emitidas 

por la autoridad hacendaria del país de que se trate y tendrán vigencia durante el 

año de calendario en que se expidan. En consecuencia, la acreditación de la 

residencia fiscal de un contribuyente en el extranjero, sólo puede hacerse en las 

formas y términos antes precisados, de manera que si en el juicio donde se ventila 

una cuestión en ese sentido, se exhibe la certificación de una declaración 

presentada en el penúltimo ejercicio, sólo se aceptará la misma para sustentar la 

pretensión relativa, cuando a la fecha de promoción del juicio -y exhibición de las 

pruebas- no hubiere concluido el plazo para presentar la última declaración, de no 

ser así, la certificación de la declaración exhibida no sirve a los intereses de su 

oferente. 

Cumplimiento de Ejecutoria en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 267/06-

17-02-1/2115/08-S2-09-02.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior 

del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 5 de febrero 

de 2013, por mayoría de 3 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: 

Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. José Antonio Rivera Vargas. (Tesis 

aprobada en sesión de 19 de marzo de 2013) 



LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA  

 

VII-TA-2aS-7  

 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA (TEXTO VIGENTE EN EL 2001). 

REQUISITOS PARA QUE UN CONTRIBUYENTE CON RESIDENCIA EN EL 

EXTRANJERO, PUEDA BENEFICIARSE DE LA TASA DEL 10% POR 

INGRESOS DERIVADOS DE PAGOS POR INTERESES.- A fi n de que un 

residente en el extranjero que recibe pagos de uno nacional por concepto de 

intereses, pueda ser beneficiario de la tasa del 10% del impuesto, que se precisa 

en el artículo 154, fracción I, inciso b) de la ley de cuenta, respecto del ingreso 

percibido, se debe satisfacer lo siguiente: i) se trate de intereses pagados a 

bancos extranjeros, incluyendo los de inversión, ii) dicho banco esté registrado 

para tales efectos en el Registro de Bancos, Entidades de Financiamiento, Fondos 

de Pensiones y Jubilaciones y Fondos de Inversión del Extranjero y que 

proporcionen a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la información que 

esta solicite mediante reglas de carácter general sobre financiamientos otorgados 

a residentes en el país; inscripción que será de renovación anual, iii) el banco 

extranjero, sea el beneficiario efectivo de los intereses; por lo tanto, de no 

actualizarse tales hipótesis es inaplicable la tasa en comento. 

 

Cumplimiento de Ejecutoria en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 267/06-

17-02-1/2115/08-S2-09-02.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior 

del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 5 de febrero 

de 2013, por mayoría de 3 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: 

Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. José Antonio Rivera Vargas. (Tesis 

aprobada en sesión de 19 de marzo de 2013) 

 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

VII-TASR-1ME-13  

CADUCIDAD. CASOS EN LOS CUALES SE ACTUALIZA EL PLA ZO LEGAL 

DE SEIS AÑOS CON SEIS MESES O EL DE SIETE AÑOS PREVISTOS EN EL 

ARTÍCULO 67 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- Conforme al 



artículo 67 del Código Fiscal de la Federación, las facultades de las autoridades 

fiscales para determinar las contribuciones o aprovechamientos omitidos y sus 

accesorios, así como para imponer sanciones por infracciones a dichas 

disposiciones, se extinguen en el plazo general de cinco años, contados a partir 

del día siguiente a aquel en que se presentó la declaración del ejercicio, cuando 

se tenga obligación de hacerlo, en estos casos las facultades se extinguirán por 

ejercicios completos, incluyendo aquellas facultades relacionadas con la 

exigibilidad de obligaciones distintas de la de presentar la declaración del ejercicio. 

Y cuando se  trata de visitas domiciliarias, de revisión de la contabilidad en las 

oficinas de las propias autoridades o de la revisión de dictámenes, el plazo de 

caducidad que se suspende con motivo del ejercicio de las facultades de 

comprobación, adicionado con el plazo por el que no se suspende dicha 

caducidad, no podrá exceder de seis años con seis meses o de siete años, según 

corresponda. Actualizándose el plazo de seis años seis meses, cuando se 

concluyen dichas facultades en el plazo excepcional de 18 meses que prevé el 

artículo 46-A, apartado A del Código Federal Tributario, al tratarse únicamente de 

contribuyentes que integran el sistema financiero y aquellos que consoliden para 

efectos fiscales de conformidad con el Título II, Capítulo VI de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta; y el de siete años, conforme al apartado B del primer numeral 

citado, cuando se trate de contribuyentes respecto de los cuales la autoridad fiscal 

o aduanera solicite información a autoridades fiscales o aduaneras de otro país o 

esté ejerciendo sus facultades para verificar el cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en los artículos 86, fracción XII, 215 y 216 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta o cuando la autoridad aduanera esté llevando a cabo la verificación 

de origen a exportadores o productores de otros países de conformidad con los 

tratados internacionales celebrados por México. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6573/12-17-01-1 y acumulado 26870/12-

17-05-8.- Resuelto por la Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 21 de mayo de 2013, por unanimidad 

de votos.- Magistrado Instructor: Genaro Antonio Jiménez Montúfar.- Secretaria: 

Lic. Gabriela Ramírez López. 

 

 

 

 



CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

 

VII-TASR-11ME-9  

 

REVISIÓN DE DICTAMEN FORMULADO POR CONTADOR PÚBLICO 

CERTIFICADO. SE ACTUALIZA LA INFRACCIÓN A LO PREVISTO EN EL 

ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 46-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN, CUANDO EL PRO- CEDIMIENTO EN QUE SE EJERCIERON 

LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, NO SE CONCLUYÓ CONFORME A 

DICHA DISPOSICIÓN.- El legislador en el artículo 46-A del Código Fiscal de la 

Federación, vigente a partir del 29 de junio de 2006, establece que el plazo 

máximo que tiene la autoridad fiscalizadora para concluir la revisión que realice a 

la contribuyente como consecuencia del ejercicio de una facultad de 

comprobación, es de doce meses contados a partir de que se notifique el inicio de 

dicha facultad hasta el día en que se notifique el oficio de observaciones; 

asimismo, establece que cuando las autoridades fiscales dentro del plazo 

mencionado no notifiquen el oficio de observaciones se entenderá por concluida 

en esa fecha, quedando sin efectos las actuaciones que de ella derivaron. En ese 

sentido, se tiene que si en el caso de estudio el ejercicio de la facultad de 

comprobación ejercida en términos del artículo 42, fracción IV, del Código Fiscal 

de la Federación, inició con el oficio a través del cual se solicita la información y 

documentación al contribuyente, y que contrario a lo señalado por la demandada 

no se acreditó la legal notificación del oficio de observaciones, debe entenderse 

que si bien la revisión culminó dentro del plazo de doce meses, el hecho de que 

no se notificara debidamente el oficio de observaciones referido origina, por 

disposición expresa del último párrafo del artículo 46-A, del Código Fiscal de la 

Federación, que deba quedar sin efectos el oficio de requerimiento y las 

actuaciones que de él derivaron durante la revisión, por lo que debe declararse la 

nulidad de la confirmativa ficta impugnada, y la de la resolución determinante del 

crédito fiscal recurrida, en términos del artículo 51, fracción IV, de la Ley Federal 

de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 18616/08-17-11-5.- Resuelto por la 

Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, el 21 de mayo de 2013, por unanimidad de votos.- 

Magistrada Instructora: Olga Hernández Espíndola.- Secretario: Lic. Armando Uriel 

Medina Negrete. 



CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

 

VII-TASR-1NE-28  

 

FUNDAMENTACIÓN DEL OFICIO POR EL QUE SE REQUIERE AL 

CONTRIBUYENTE QUE ACREDITE QUE ENTERÓ LOS SALDOS A CARGO 

DETERMINADOS POR EL CONTADOR PÚBLICO REGISTRADO.- El artículo 

52, primer párrafo del Código Fiscal de la Federación, establece que se 

presumirán ciertos, salvo prueba en contrario, los hechos afirmados: en los 

dictámenes formulados por contadores públicos sobre los estados financieros de 

los contribuyentes o las operaciones de enajenación de acciones que realice; en la 

declaratoria formulada con motivo de la devolución de saldos a favor del impuesto 

al valor agregado; en cualquier otro dictamen que tenga repercusión fiscal 

formulado por contador público o relación con el cumplimiento de las disposiciones 

fiscales; o bien en las aclaraciones que dichos contadores formulen respecto de 

sus dictámenes. Por lo tanto, si la autoridad tomando en cuenta el dictamen 

rendido por el contador público registrado, detecta que declaró saldos a cargo por 

concepto de impuesto sobre la renta e impuesto al valor agregado, sin cuestionar 

la determinación del dictamen elaborado por el referido profesionista y requiere al 

contribuyente para que justifique el entero de esos impuestos; en el oficio de 

requerimiento de documentación, no es necesario que se señale como 

fundamento el artículo 52, primer párrafo, fracción II, del ordenamiento tributario 

en cita, en virtud de que la facultad ejercida por la autoridad está dirigida a 

comprobar el pago de los gravámenes y no a cuestionar lo asentado en el 

dictamen de estados financieros. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5993/12-06-01-9.- Resuelto por la Primera 

Sala Regional del Noreste del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

el 30 de abril de 2013, por unanimidad de votos.- Magistrada Instructora: Adriana 

Cabezut Uribe.- Secretaria: Lic. Mabel Vázquez Granados. 

 

 

 

 



 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

 

VII-TASR-1NE-26  

 

CASO EN QUE NO ES NECESARIO SOLICITAR LA DEVOLUCIÓN MEDIANTE 

EL USO DEL FORMATO ELECTRÓNICO CON FIRMA ELECTRÓNICA 

AVANZADA.- El artículo 22-C, del Código Fiscal de la Federación, establece que 

los contribuyentes que tengan cantidades a su favor cuyo monto sea igual o 

superior a $11,510.00, deberán presentar su solicitud de devolución en formato 

electrónico con firma electrónica avanzada. A su vez, la regla II.2.2.5, de la 

Resolución Miscelánea Fiscal para 2012, establece que cuando se trate de 

solicitudes de devolución inferiores a la cantidad de $13,970.00, el contribuyente 

podrá realizar esa solicitud a través del formato respectivo ante la Administración 

Local de Servicios al Contribuyente que corresponda a su domicilio fiscal. En ese 

estado de cosas, si el monto solicitado por el contribuyente, no supera ninguna de 

las dos cantidades antes señaladas, no es necesario que presente su solicitud a 

través del formato electrónico con firma electrónica avanzada, bastando 

únicamente que lo haga a través del formato respectivo, presentado ante la 

Administración Local de Servicios al Contribuyente que corresponda a su domicilio 

fiscal. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5424/12-06-01-9.- Resuelto por la Primera 

Sala Regional del Noreste del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

el 31 de enero de 2013, por unanimidad de votos.- Magistrada Instructora: Adriana 

Cabezut Uribe.- Secretaria: Lic. Mabel Vázquez Granados. 

 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

 

VII-TASR-2OC-11  

 



ADMINISTRADORES LOCALES DE SERVICIOS AL CONTRIBUYENTE. CON 

FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 9 FRACCIO- NES XXXI Y XXXVII, 10, 

FRACCIONES I Y IV, 14, FRACCIÓN XL, TERCER PÁRRAFO, 8 Y 16, 

PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO, FRACCIÓN I, DEL REGLAMENTO 

INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, CUENTAN 

CON COMPETENCIA MATERIAL PARA IMPONER SANCIONES EN 

TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 81, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 

LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2011.- De los aludidos dispositivos jurídicos se 

observa que son facultades de los Administradores Locales de Servicios al 

Contribuyente, vigilar que los contribuyentes, responsables solidarios y demás 

obligados en materia de contribuciones, aprovechamientos y sus accesorios, 

cumplan con la obligación de presentar declaraciones; así como para requerir su 

presentación, y en ejercicio de sus facultades de comprobación imponer sanciones 

por infracciones a las disposiciones legales que rigen la materia de su 

competencia; por lo que en tales condiciones, la aludida fundamentación cubre a 

cabalidad la garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 Constitucional, que 

establece que todo acto de molestia debe ser emitido por autoridad competente, 

que funde y motive su competencia. En efecto, con la invocación de los preceptos 

legales en estudio, se legitima la competencia material de los Administradores 

Locales de Servicios al Contribuyente para emitir multas cuando el contribuyente 

infrinja las disposiciones fiscales a las que es sujeto, dado que se estableció, en 

primer lugar, los preceptos que la facultan para imponer sanciones en materia de 

su competencia, entre ellas precisamente la multa, prevista en el artículo 9, 

fracción XXXI, en relación con los artículos 10 fracciones I y IV, así como los 

diversos que establecen precisamente la materia de su competencia, el artículo 

14, fracción XL y tercer párrafo, numeral 8, y 16 párrafo primero del Reglamento 

Interior del Servicio de Administración Tributaria; de ahí que se advierte que los 

Administradores Locales de Servicios al Contribuyente cuenten con competencia 

material para emitir el requerimiento de obligaciones, e imponer las multas por 

infringir lo dispuesto por el artículo 81 del Código Fiscal de la Federación. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1528/11-07-02-1.- Resuelto por la 

Segunda Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, el 2 de septiembre de 2011, por unanimidad de votos.- Magistrado 

Instructor por Ministerio de Ley: José Limón Gallegos.- Secretario: Lic. César 

Edson Uribe Guerrero.- Tesis: Magistrado Alfredo Ureña Heredia.- Secretario: Lic. 

David Fernando Castillón Dueñas. 

 



 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

VII-TASR-2OC-16  

 

LA PRESUNCIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 55, FRACCIÓN VI, DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO SE ACTUALIZA CUANDO SE DA 

ALGUNA DE LAS IRREGULARIDADES PREVISTAS EN LAS DEMÁS 

FRACCIONES DEL PROPIO NUMERAL.- Resulta incorrecta la determinación 

presuntiva con fundamento en el artículo 55, fracción VI, del Código Fiscal de la 

Federación, cuando el particular proporciona parcialmente la información y 

documentación requerida por la autoridad, toda vez que el supuesto establecido 

en tal fracción se actualiza únicamente cuando se dan irregularidades diversas a 

las de las demás fracciones que componen el numeral referido. Ello dado que tal 

exhibición parcial, actualiza el supuesto previsto en la fracción III, que faculta a 

determinar de manera presuntiva la utilidad fiscal de los contribuyentes cuando 

estos no presenten los libros y registros de contabilidad, la documentación 

comprobatoria de más del 3% de alguno de los conceptos de las declaraciones, o 

no proporcionen los informes relativos al cumplimiento de las disposiciones 

fiscales; por lo que no puede sustentarse la presunción hecha por la autoridad en 

la referida en primer término, por no ser la irregularidad detectada diversa a las 

establecidas por el propio numeral en comento. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4842/11-07-02-7.- Resuelto por la 

Segunda Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, el 20 de junio de 2012.- Sentencia: por mayoría de 2 votos a favor 

y 1 voto en contra del considerando tercero.- Tesis: por unanimidad de votos.- 

Magistrado Instructor: Alfredo Ureña Heredia.- Secretaria: Lic. Yazmín Rodríguez 

Aguilar. 

 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

 

VII-TASR-2OC-18  



 

PRESUNCIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III, DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, FACULTA A LA AUTORIDAD A 

DETERMINAR EL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO CONFORME A LA 

TASA GENERAL, SIN IMPORTAR SI LA ACTIVIDAD PREPONDERANTE DEL 

CONTRIBUYENTE SE ENCUENTRA GRAVADA A TASA 0%.- Del artículo 59, 

fracción III, del Código Fiscal de la Federación, se advierte que la consecuencia 

final prevista por el legislador, para el caso de la actualización de la hipótesis en él 

contenida, es precisamente el pago de contribuciones derivadas de la presunción 

de ingresos y valor de actos y actividades; siendo en consecuencia procedente 

que la autoridad fiscal aplique la tasa del 15%, y no la del 0%, prevista en la Ley 

del Impuesto al Valor Agregado, pues solamente así se daría la consecuencia 

buscada por el legislador en dicho dispositivo, es decir, el pago de contribuciones; 

ello sin importar si la actividad del contribuyente se encuentra gravada a tasa del 

0%, conforme a la ley en comento. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3066/10-07-02-7.- Resuelto por la 

Segunda Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, el 26 de noviembre de 2012, por unanimidad de votos.- Magistrado 

Instructor: Alfredo Ureña Heredia.- Secretaria: Yazmín Rodríguez Aguilar. 

 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

VII-TASR-PC-3  

 

PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN EN MATERIA TRIBUTARIA.- SU 

REPOSICIÓN EN CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA, NO PUEDE RESULTAR 

EN UNA PEOR SITUACIÓN DE LA QUE TENÍA EL ACTOR ANTES DE ACUDIR 

A JUICIO, SALVO EN VIRTUD DE ACTUALIZACIONES Y RECARGOS, EN 

APLICACIÓN ANALÓGICA DEL PRINCIPIO NON REFORMATIO IN PEIUS.- 

Una vez determinada la situación jurídica fiscal del contribuyente, este sabe que 

de esa dimensión es su máxima responsabilidad, pudiendo asumir que por lo que 

toca al resultado de ese particular procedimiento de fiscalización, lo peor que 

puede pasar, incluso en el evento de que la interposición de que los medios de 

defensa a su alcance no le resultaran favorables, es cubrir su obligación tal y 



como fue determinada, pues incluso en el caso de que la autoridad detectara 

nuevas circunstancias, eventos, o hechos que le dieran pauta para considerar que 

la situación fiscal del contribuyente no es la de- terminada en esa resolución 

definitiva, no podría, simple y sencillamente, liquidar las diferencias, sino que 

tendría, en los términos del último párrafo del artículo 46 del Código Fiscal de la 

Federación iniciar un nuevo procedimiento explicando cuáles son esas 

circunstancias, eventos o hechos novedosos que justifican su proceder. Bajo estas 

premisas, el contribuyente, al acudir a los medios de defensa, cuestionando el 

acto definitivo puede obtener, como peor resultado, que tenga que cubrir sus 

obligaciones como originalmente se le determinaron. De tal modo que la lógica 

informa que ningún escenario posible, consecuencia de la interposición del medio 

de defensa, puede resultar más perjudicial que el descrito, por lo que la resolución 

que en cumplimiento de una sentencia se dicte, en relación al conjunto de hechos, 

eventos y circunstancias que ya fueron analizados por la autoridad, en ningún 

caso debe dar como resultado una situación más desfavorable que la ya 

determinada, salvo que el aumento obedezca solo a las actualizaciones y recargos 

que se generen, porque en ese contexto, se violentaría el principio general de 

derecho non reformatio in peius, que consiste en que la reforma de su situación no 

puede causarle mayor perjuicio, aun en el supuesto de que la autoridad haya 

tenido oportunidad de reponer el procedimiento para emitir una nueva resolución 

encuentra justificación en la autorización contenida en el fallo recaído al medio de 

defensa intentado por el contribuyente y si se permite que la autoridad determine 

un nuevo crédito fiscal superior al original, se estaría avalando que el 

contribuyente enfrentara una situación más desventajosa que la originalmente 

suscitada, como consecuencia directa de la interposición del medio de defensa. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm.- 313/12-21-01-4.- Resuelto por la Sala 

Regional del Pacífico-Centro del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, el 10 de agosto de 2012.- Sentencia: por mayoría de 2 votos a 

favor y 1 voto en contra del considerando tercero.- Tesis: por unanimidad de 

votos.- Magistrado Instructor: Ricardo Arteaga Magallón.- Secretaria: Lic. Laura 

Vanessa Vega Adame. 

 

REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  

 

VII-TASA-III-47  



 

SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES. NO LIBERA AL CONTRIBU YENTE DE 

PRESENTAR EL AVISO DE CAMBIO DE DOMICILIO FISCAL, POR LO QUE 

NO ES PRUEBA SUFICIENTE PARA DECLARAR ILEGAL UNA NOTIFICACIÓN 

PRACTICADA EN EL DOMICILIO FISCAL QUE EL CONTRIBUYENTE 

INSCRIBIÓ PARA EFECTOS DEL REGISTRO FEDERAL DE 

CONTRIBUYENTES.- La presentación del aviso de suspensión de actividades y 

su exhibición como probanza en el juicio contencioso administrativo, no es prueba 

suficiente para demostrar que el domicilio en que se practicó la diligencia de 

notificación de la liquidación impugnada se realizó en uno que no correspondía a 

la empresa, ya que de conformidad con el artículo 26 del Reglamento del Código 

Fiscal de la Federación que rige la presentación de avisos al Registro Federal de 

Contribuyentes, en su fracción IV, inciso a), párrafos tercero y cuarto, dispone que 

la suspensión de actividades tiene como único efecto liberar al contribuyente de la 

obligación de presentar declaraciones periódicas durante la suspensión de 

actividades, excepto tratándose de las del ejercicio en que interrumpa sus 

actividades y cuando se trate de contribuciones causadas aún no cubiertas o de 

declaraciones correspondientes a periodos anteriores a la fecha de inicio de la 

suspensión de actividades. Y que durante el periodo de suspensión de 

actividades, el contribuyente no queda relevado de presentar los demás avisos 

previstos en el artículo 25 de dicho Reglamento, numeral este que en su fracción 

IV, prevé el aviso de cambio de domicilio fiscal. De ahí que resulte inconcuso el 

hecho de que la parte actora no obstante demuestra que presentó el aviso de 

suspensión de actividades, ello no implica ni la liberación de contribuciones aún no 

cubiertas como en el caso acontece, así como tampoco que hubiera existido algún 

cambio o modificación en su domicilio fiscal que tiene inscrito para efectos del 

registro federal de contribuyentes, aunado al hecho de que no se encontraba 

exenta de presentar en su caso, el aviso de cambio de domicilio fiscal. Por lo 

tanto, con la documental en cita la empresa actora no prueba que hubiera 

realizado un cambio de domicilio fiscal, pues lo único que se demuestra con tal 

probanza es el acto realizado a través de la misma, la suspensión de actividades 

de la empresa; esto es así pues de acuerdo a la naturaleza misma que guarda el 

ofrecimiento de una prueba, la cual consiste en la actividad procesal encaminada 

a la demostración de la existencia de un hecho o acto, se tiene que de su 

valoración, únicamente se puede desprender el acto de presentación de 

suspensión de actividades ante el Servicio de Administración Tributaria, al ser este 

el hecho plasmado y probado mediante la documental ofrecida. 

 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 51/13-TSA-8.- Expediente de Origen Núm. 

656/12-05-02-1.- Resuelto por la Tercera Sala Auxiliar del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, el 2 de mayo de 2013, por unanimidad de votos.- 

Magistrado Instructor: Rubén Rocha Rivera.- Secretaria: Lic. Aurora Mayela 

Galindo Escandón. 

 

 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL  SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

 

VII-TASA-III-48  

 

ENAJENACIÓN DE GASOLINA Y DIÉSEL. FRACCIÓN II, DEL ARTÍCULO 2°.-A 

DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, 

EL QUE PAGA EL IMPUESTO ES EL CONSUMIDOR FINAL.- Resulta ser 

diferente el hecho de que el contribuyente hubiera pagado el impuesto empresarial 

sobre producción y servicios cuando adquirió el producto directamente a Petróleos 

Mexicanos, dado a que acorde a lo dispuesto por el artículo 2o.-A, fracción I, de la 

Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, dispone que las personas 

que enajenen gasolina o diésel en territorio nacional estarán sujetas a la tasa 

aplicable en cada mes para la enajenación de gasolinas o diésel será la que 

resulte para cada agencia de ventas de Petróleos Mexicanos y sus organismos 

subsidiarios; siendo que sin perjuicio de lo anterior, en la fracción II del precepto 

legal en cita, se dispone que se aplicarán las cuotas siguientes a la venta final al 

público en general en territorio nacional de gasolinas y diésel, siendo que en el 

párrafo segundo de dicha fracción II, Petróleos Mexicanos y sus organismos 

subsidiarios, las estaciones de servicio y demás distribuidores autorizados, que 

realicen la venta de los combustibles al público en general, trasladarán un monto 

equivalente al impuesto establecido en esta fracción, pero en ningún caso lo harán 

en forma expresa y por separado, es decir el que paga el impuesto es el 

consumidor final, no el contribuyente que lo está enterando; tal como lo indica el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la ejecutoria que da 

contestación a la Acción de Inconstitucionalidad Número 29/2008, en la parte 

correspondiente en que cita que “al tratarse de un tributo indirecto, puede jurídica 

y económicamente trasladarse a otras personas, de forma que el contribuyente no 

sufre impacto económico al respecto, sino que recae sobre el consumidor final, lo 

cual explica que el legislador haya señalado como sujeto pasivo a las personas 



antes indicadas, (Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios, las 

estaciones de servicio y demás distribuidores autorizados), y no al público en 

general, dado que el contribuyente por antonomasia es el sujeto que lleva a cabo 

el hecho imponible que en la especie coincide con Petróleos Mexicanos y sus 

organismos subsidiarios, estaciones de servicio y los distribuidores autorizados, 

por vender gasolina y diésel al público en general”; por lo que se tratan de dos 

impuestos diferentes. 

 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1198/12-TSA-6.- Expediente de origen 

Núm. 4417/11-05-01-2.- Resuelto por la Tercera Sala Auxiliar del Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, el 6 de mayo de 2013, por unanimidad de 

votos.- Magistrado Instructor por Ministerio de Ley: Carlos Javier García 

González.- Secretario: Lic. Gabriel Carlos Sánchez Mauleón. 

 

 

GENERAL  

 

VI-TASR-XXVIII-24  

 

NORMAS SUSTANTIVAS Y ADJETIVAS. CONCEPTOS Y DIFERENCIAS.- El 

derecho sustantivo, es aquel que establece derechos u obligaciones, a diferencia 

del que regula su ejercicio, castiga su infracción o determina el procedimiento para 

su efectividad extraordinaria; por su parte, el derecho adjetivo, es el conjunto de 

leyes que posibilitan y hacen efectivo el ejercicio regular de las relaciones 

jurídicas, al poner en actividad el organismo judicial del Estado, esto es, no 

determina qué es lo justo, sino cómo ha de pedirse la justicia. Por lo anterior, se 

puede concluir que las normas sustantivas son aquellas que conceden derechos e 

imponen obligaciones, excepto las relacionadas con el proceso, mientras que las 

normas adjetivas, son las que regulan la utilización de los aparatos del Estado que 

aplican el derecho. En efecto, las normas sustantivas, son aquellas que reconocen 

un derecho o imponen una obligación; mientras que las normas procesales o 

instrumentales, son las que fijan los requisitos de los actos destinados a componer 

los conflictos que, en su caso, se den en relación con la observancia a las normas 

sustantivas, regulando los medios para llegar a la solución y estableciendo las 

disposiciones referentes a los sujetos procesales. 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4989/10-07-02-1.- Resuelto por la 

Segunda Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, el 2 de junio de 2011, por unanimidad de votos.- Magistrado 

Instructor: Alfredo Ureña Heredia.- Secretario: Lic. David Fernando Castillón 

Dueñas. 

 

 


